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“Contribución a la Observación General sobre la niñez en el contexto de la migración".

· NNA que migran de manera no acompañada o separada de sus padres (por motivos tales como la búsqueda de empleo, reunificación familiar, víctimas de trata de personas, explotación laboral, trabajo infantil, entre otros)


MENORES NO ACOMPAÑADOS, SISTEMA DE PROTECCIÓN Y EL DERECHO A SER ESCUCHADO


Esta propuesta para la contribución a  la Observación General sobre la niñez en el contexto de la migración está referida al artículo 12 de la convención de los Derechos del niño
 
“El niño tiene derecho a expresar su opinión y a que ésta se tenga en cuenta en los asuntos que le afectan”.

Este derecho está ampliamente reconocido en la legislación vigente en el estado español, siendo su máximo exponente, la  Ley Orgánica 8/2015 de 22 de julio, de modificación del sistema de protección a la infancia y a la adolescencia. Esta Ley en su artículo 9 recoge el derecho a ser oído y escuchado
	
«Artículo 9 Derecho a ser oído y escuchado 
1. El menor tiene derecho a ser oído y escuchado sin discriminación alguna por edad, discapacidad o cualquier otra circunstancia, tanto en el ámbito familiar como en cualquier procedimiento administrativo, judicial o de mediación en que esté afectado y que conduzca a una decisión que incida en su esfera personal, familiar o social, teniéndose debidamente en cuenta sus opiniones, en función de su edad y madurez. Para ello, el menor deberá recibir la información que le permita el ejercicio de este derecho en un lenguaje comprensible, en formatos accesibles y adaptados a sus circunstancias.
En los procedimientos judiciales o administrativos, las comparecencias o audiencias del menor tendrán carácter preferente, y se realizarán de forma adecuada a su situación y desarrollo evolutivo, con la asistencia, si fuera necesario, de profesionales cualificados o expertos, cuidando preservar su intimidad y utilizando un lenguaje que sea comprensible para él, en formatos accesibles y adaptados a sus circunstancias informándole tanto de lo que se le pregunta como de las consecuencias de su opinión, con pleno respeto a todas las garantías del procedimiento.
2. Se garantizará que el menor, cuando tenga suficiente madurez, pueda ejercitar este derecho por sí mismo o a través de la persona que designe para que le represente. La madurez habrá de valorarse por personal especializado, teniendo en cuenta tanto el desarrollo evolutivo del menor como su capacidad para comprender y evaluar el asunto concreto a tratar en cada caso. Se considera, en todo caso, que tiene suficiente madurez cuando tenga doce años cumplidos.
Para garantizar que el menor pueda ejercitar este derecho por sí mismo será asistido, en su caso, por intérpretes. El menor podrá expresar su opinión verbalmente o a través de formas no verbales de comunicación.
No obstante, cuando ello no sea posible o no convenga al interés del menor se podrá conocer la opinión del menor por medio de sus representantes legales, siempre que no tengan intereses contrapuestos a los suyos, o a través de otras personas que, por su profesión o relación de especial confianza con él, puedan transmitirla objetivamente.
3. Siempre que en vía administrativa o judicial se deniegue la comparecencia o audiencia de los menores directamente o por medio de persona que le represente, la resolución será motivada en el interés superior del menor y comunicada al Ministerio Fiscal, al menor y, en su caso, a su representante, indicando explícitamente los recursos existentes contra tal decisión. En las resoluciones sobre el fondo habrá de hacerse constar, en su caso, el resultado de la audiencia al menor, así como su valoración.»




A su vez, esta propuesta se centra en aspectos de la práctica en la atención de menores que emigran solos, sin la compañía de personas adultas que ostenten la patria potestad sobre ellos o su tutela y son atendidos en los recursos que las administraciones disponen para ello.

 La situación de los menores no acompañados en España ya no responde a un fenómeno novedoso, la presencia de chicos y chicas que migran de manera no acompañada por personas adultas que ostenten la patria potestad sobre ellos o su tutela,  es habitual en los recursos de los sistemas de protección. 

Sabemos de la complejidad del sistema español y de la regionalización de la atención de los  y las menores, así que cuando queremos considerar algunos de los aspectos que afectan a la atención de los menores extranjeros observamos una gran diversificación en dicha atención según las comunidades autonómicas en dónde los chicos o chicas residen. Es por ello que esta propuesta pretende reflexionar sobre la necesidad de establecer unas condiciones básicas para asegurar el ejercicio de ese derecho a ser escuchado a esos y esas menores que proceden de otros países, que acceden a los recursos de las administraciones públicas destinados a su protección y que desconocen el idioma español.
Se hace necesario establecer determinadas obligaciones a las administraciones para que este derecho no quede reducido a meros formalismos en decisiones transcendentales que afectan a estos y estas menores y que resultan de vital importancia,  tales como
· La asunción de tutela.
· La integración en centros.
· La atención educativa y los cambios en centros educativos ocasionados por decisiones del sistema de protección.
· La atención a la salud.
· Los aspectos de la vida diaria y cotidiana.

Para que los menores puedan ejercer este derecho de forma efectiva, hay condiciones imprescindibles que se encuentran en la base de su propia naturaleza. No se trata sólo de que los y las menores reciban información concreta en momentos puntuales en determinados procesos judiciales  o administrativos, recurriendo en esos casos a figuras ajenas tales como intérpretes, traductores o mediadores, sino de establecer medidas para que estos chicos y estas chicas

 
· Puedan EXPRESARSE  y ser entendidos
· Puedan COMUNICAR sus necesidades más básicas o asistenciales
· Puedan  ENTENDERSE con los profesionales que les atienden en los recursos de protección
· Puedan SABER aspectos básicos que les afectan en la vida diaria y cotidiana
· Puedan  CONOCER normas básicas para su desenvolvimiento.
· Puedan ENTENDER el alcance de sus derechos.

Algunos recursos del sistema de protección, al menos en Andalucía, no cuentan con personal de interpretación y/o traducción, siendo imposible atender ADECUADAMENTE estas necesidades de expresión y de comunicación. Algunas administraciones no favorecen que desde el primer momento los menores puedan expresarse y ser entendidos por los profesionales que les atienden. Cuentan con recursos limitados que pueden permitir a lo sumo una comunicación en momentos concretos.

No se debiera permitir y que las administraciones actúen según criterios basados en posibilidades presupuestarias o en decisiones políticas cuando se trata de cubrir esta necesidad de los y las menores. Se debe exigir que desde el primer momento que los menores acceden al sistema de protección español tengan garantizado que puedan comunicarse con los profesionales que les atienden. Podemos sugerir la obligación de las administraciones a contar con profesionales de la interpretación, traducción o mediación y el incremento de las plantillas de profesionales de la atención directa con presencia de profesionales de la educación social, del trabajo social o de la psicología que además hablen algunos idiomas. En todo caso las administraciones deberían estar obligadas a dar cuenta de cómo están siendo atendidas estas necesidades de comunicación y de expresión que tienen los y las menores y que constituyen este derecho a participar activamente en su proceso de desarrollo.

Las Administraciones que asumen las competencias en protección de los menores deben GARANTIZAR EL EJERCICIO DEL DERECHO A EXPRESAR SU OPINIÓN Y A QUE ÉSTA SE TENGA EN CUENTA EN LOS ASUNTOS QUE LE AFECTAN”.

A SER OÍDO EN EL DESARROLLO DE LA VIDA CONTIDIANA. EN LAVIDA DIARIA EN LOS CENTROS DE PROTECCIÓN DONDE SE DESARROLLA LA CONVIVENCIA BÁSICA DE ESTOS MENORES CON LA SOCIEDAD DE ACOGIDA. 

Propuesta elaborada por M Auxiliadora Trujillo Vega, integrante del grupo de investigación SEPISE (Seminario para la intervención social y educativa) de la Universidad de Granada y Trabajadora Social especializada en la atención a la infancia migrante, que presta sus servicios en un centro con programa de  atención inmediata que acoge a menores  que migran solos y solas, sin la compañía de personas adultas que ostenten su patria potestad o su tutela. En Granada a 29 de febrero de 2016.






